
La migración irregular de la niñez 
salvadoreña no acompañada no 
había sido vista como un suceso 
importan te  s ino hasta  años 
recientes. La magnitud creciente 
de su flujo, el incremento de 
procesos de detención y retorno 
y los contextos en los que se han 

desarrollado especialmente a partir 
de 2014, así como el aumento 
de los riesgos en la ruta, ha 
demandado situar la mirada en la 
particular vulnerabilidad de niños 
y niñas. Asimismo, hace resaltar 
la necesidad de crear mecanismos 
abiertos al control social que 
permitan garantizar los derechos 
de la niñez migrante. 

Configuración social  de los 
derechos.

Como todo derecho, este se 
configura socialmente. En el caso de 
las niñas, niños y adolescentes los 
parámetros sociales que configuran 
su derecho en el área de la migración 
–particularmente la irregular– gira 
alrededor de unos procesos de 
decisión en la que su participación 
en ellos es mínima. A esto se suman 
los peligros que tienen que sortear 
en la ruta migratoria donde se pone 
en riesgo su supervivencia y en la que 
tienen que enfrentarse con actores 

sociales perversos de distinta índole 
e intención. Finalmente, cuando son 
detenidos en ruta, su derecho a la 
reunificación familiar y al debido 
proceso suele ser ignorado.

La migración regular y ordenada 
no es una opción para la mayoría 
de los niños, niñas y adolescentes 
que tienen a sus padres viviendo 
en los Estados Unidos de manera 
indocumentada para poder hacer 
efectivo su derecho a vivir con ellos. 
Una vez iniciada esa migración 
irregular se exponen a condiciones 
violatorias a otros derechos: daños 
a su integridad física; extorsiones 
por autoridades y miembros del 
crimen organizado; quebrantos 
en su salud; privación de libertad 
tanto por autoridades migratorias 
de los países en tránsito como por 
bandas delictivas; trata con fines 
de explotación sexual o laboral; 
entre otros.

2.
— (…) Luego me han 

robado en el camino, he visto 
armas… Los pandilleros les 
dicen a los jóvenes que si no 

hace esto los van a matar... 
Me voy a quedar en México, 

voy a estudiar, voy a sacar una 
carrera y voy a trabajar. Ya 

pedí refugio.
(Joven migrante de 14 

años entrevistado en el DIF, 
Tapachula)
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Basado en el estudio “Atrapados en la tela de araña: La migración irregular de niñas y niños salvadoreños hacia los Estados Unidos”
realizado por investigadores de la Universidad Centroamericana José Simeón Cañas de El Salvador, con apoyo de la Fundación FORD



2.
El papel del Estado.

La construcción social  de la 
ciudadanía tiene como punto de 
partida, sin ser garantía de ella, el 
reconocimiento formal de derechos 
por parte del Estado: derecho a la 
vida, a la libertad, a la educación, a la 
autodeterminación, a la seguridad, a 
la protección, por mencionar algunos. 
En la migración irregular de niños, 
niñas y adolescentes está implicada 
la prolongada incapacidad del 
Estado salvadoreño en ejecutar 
políticas públicas que satisfagan 
esos derechos de la niñez. Así, 
la  niñez se desenvuelve en un 
contexto de exclusión social. La 
exclusión social permite prácticas 
sociales de poder que legitiman 
y  r e p r o d u c e n  c o n d i c i o n e s  d e 
vulnerabilidad que dificultad la 
consolidación de una ciudadanía 
plena a la que las niñas, niños y 
adolescentes tienen derecho. En esa 
exclusión violatoria de sus derechos 
destacan además la violencia cada 
vez más profunda y generalizada, 
el poco acceso a los bienes sociales, 
económicos y culturales del país, y 
la precariedad social para llevar a 
cabo un proyecto de vida. De esta 
forma, los procesos y mecanismo 
de exclusión y expulsión en nuestro 
país se magnifican y posibilitan la 
migración irregular infantil.

En la repatriación de niñas, niños y 
adolescentes se ven implicadas leyes, 
normativas y reglamentos del Estado 
pobremente adecuados a tratar de 
manera integral las necesidades de 
recepción y reinserción (familiar, 

comunitaria y social) de la niñez y 
adolescencia migrante. La capacidad 
operativa del Estado se ve desbordada 
no solo por la pobre coordinación 
inter-institucional sino por la falta de 
una visión compartida de las causas 
de la migración y ausencia de políticas 
públicas actualizadas y basadas en 
evidencia. Al final, no se atiende 
pronta y adecuadamente los derechos 
de las niñas, niños y adolescentes.

Esto se evidencia de manera viva 
en el caso de la niñez ya deportada. 
Aunque ha habido algunos avances 
en la atención de la niñez migrante a 
raíz de la llamada crisis humanitaria 
ocasionada por el incremento notable 
de niñez no acompañada en la frontera 
sur de los Estados Unidos a mediados 
de 2014, los esfuerzos coordinados se 
han debilitado.  La Ley de Protección 
Integral de la Niñez y Adolescencia 
(LEPINA) no  aborda de manera clara 
y profunda la situación de la niñez 
migrante, situación que dificulta la 
aplicación del interés superior del niño 
por las  instituciones que deberían 
ser garantes de sus derechos. Las 
Juntas de Protección de la Niñez y 
Adolescencia están equipadas para 
velar sobre otras violaciones a los 
derechos de la niñez pero no para 
atender las necesidades de la niñez 
migrante deportada. Hasta ahora 
no existe un abordaje claramente 
integral que señale responsabilidades 
diferenciadas en la compleja dinámica 
de reinserción social, particularmente 
de la niñez que ha tenido que salir de 
sus lugares de origen por razón de la 
violencia y el crimen organizado.

DERECHOS HUMANOS
DE LA NIÑEZ MIGRANTE

— En Guatemala trabajé 
tres días y me dieron 100 

quetzales por día. Trabajé en 
construcción. Voy a intentar 

irme de nuevo a Estados 
Unidos. También he pensado 

quedarme en México. Me 
gustaría. Acá se puede buscar 

trabajo en las plataneras.
(Joven de 17 años 

entrevistado en la EMSXXI)



— La policía federal llegó a la casa y nos 
metió a todos –33 migrantes– en un solo 
cuarto y les dijo que no se preocuparan 
que nada les iba a pasar y que solo tenían 
que darles 40,000 pesos mexicanos. Les 
entregaron el dinero y se fueron. Luego (...)
llegaron los policías municipales con la 
gente de derechos humanos.
(Joven de 15 años entrevistado en la EMSXXI)

A todo esto hay que agregar la falta de dotación 
presupuestaria suficiente al Consejo Nacional para la 
Protección y Desarrollo de la Persona Migrante y su 
Familia (Conmigrantes), lo que dificulta su accionar.

El Estado, además, se ha mostrado relativamente 
lento en perseguir el delito del tráfico de personas, que 
juega un papel central en la violación de los derechos, 
particularmente de las personas migrantes más 
jóvenes.  Estas y otras circunstancias evidencian que las 
dinámicas particulares de las relaciones y sus contextos 
condicionan la forma en que se concretizan los derechos 
de la niñez migrante.

La familia.
Hay también un descuido en los derechos de la niñez 

que los distintos actores que juegan un papel importante 
en la decisión de migrar no logran dimensionar. Por 
ejemplo, los padres, madres o encargados, al entregar a 
sus hijos e hijas a desconocidos que se dedican al tráfico 
de personas, lo ponen en situaciones donde sus derechos 
tienen una alta probabilidad de ser violentados.

Así, a través de complejos mecanismos de negación e 
impotencia, los padres, madres o encargados pasan de una 
situación de desprotección a otra. El buen deseo de buscar 
el bienestar para sus hijos e hijas no necesariamente les 
lleva a tomar las mejores decisiones en las que primen la 
seguridad en un viaje tan impredecible como peligroso.

Con frecuencia hay una disociación entre el buen 
deseo y el mecanismo por el cual se pretende alcanzarlo. 
A esto hay que agregar las historias, que en todas las 
comunidades circulan, de otras familias que sus hijos 
e hijas sí lograron llegar a su destino o evadir los más 
grandes peligros. Esas fábulas de éxito ejercen presión 
para seguir intentando el viaje confiando en el coyote 
o para relativizar la importancia de los derechos de 
la niñez. Los familiares y la misma niñez manifiestan  
una valoración positiva hacia el coyote, derivada de la 
asociación de éste con la posibilidad de realizar su deseo 
de llegar a los Estados Unidos.

Los coyotes.
El mecanismo del llamado “viaje especial” que 

garantizaría el tránsito seguro a través del territorio 
mexicano a cambio de un precio mayor por el viaje, y 
la promesa de varios intentos por la misma cantidad de 
dinero, son algunos de los ofrecimientos que tienden 
a hacer los coyotes a los familiares de los niños y niñas 
migrantes. El coyote sabe que puede hacer estas y 
cualquier otra promesa porque, a la larga, su cumplimiento 
no es comprobable ni exigible. Al final, los padres quedan 

atrapados en la telaraña que ha urdido la red de coyotes 
y guías y, en consecuencia, tienen que seguir confiando 
en ellos. En esas circunstancias, los derechos de la niñez 
pasan a un segundo plano. A los coyotes los derechos de 
los niños y niñas los tienen sin cuidado y los padres no 
pueden apelar a su cumplimiento.

Las narrativas de los niños y niñas entrevistadas 
evidencian una visión dual y encontrada del coyote en 
lo que respecta a los derechos humanos de la niñez. 
Por un lado, lo ven como una figura que les ha servido 
a lo largo del camino atendiendo a sus necesidades 
básicas. Cuando los niños y niñas son detenidos y están 
en proceso de deportación desde México, temen delatar 
al coyote. Manifiestan miedo a que desaparezca de la 
escena una persona que les puede seguir ayudando y, 
paradójicamente, intentan proteger a aquel que los ha 
utilizado meramente como mercancía.

Por otro lado, particularmente las niñas, manifiestan 
que los coyotes se aprovechan de ellas o las colocan en 
condiciones donde se facilita la ocurrencia del abuso 
sexual u otras formas de violencia donde se facilita el abuso 
sexual. Reconocen correctamente el papel protagónico 
de los coyotes en la violación de sus derechos. Parte de 
la niñez identifica el enlace que tienen los coyotes con 
la red de extorsionistas y secuestradores, reconocen 
que estos oscuros personajes terminan abandonando 
y ejecutando a los migrantes más débiles, y que son el 
vínculo operativo en una trama donde no se respetan los 
más fundamentales derechos humanos.

Tratamiento de los derechos en el extranjero.
La visión de seguridad y control marca el fenómeno 

migratorio por parte de las autoridades en los países de 



— Mis papás nos dicen a 
nosotros tres (yo y mis dos 

hermanas, una de 12 y la 
otra de 16 años) que nos 

preparáramos que íbamos a 
viajar. Yo no dije nada. Las 

únicas que se pusieron a llorar 
fueron mis hermanas pues 

no querían venirse, pero (…) 
mis papás querían estar allá 

con nosotros. (…). Con mis 
hermanas hice el recorrido 

tres veces. Ellas pasaron a la 
tercera, yo no. El siguiente 

intento lo hice con mi tío y el 
último lo hice solo.
(Joven de 14 años, 

entrevistado en la sede del 
Desarrollo Integral de la 

Familia – DIF de Tapachula)

¿Quién es un menor 
no acompañado?

Es una persona menor de 
18 años que se encuentra 

separada de ambos padres 
y no está bajo el cuidado de 
ningún adulto que por ley o 
costumbre esté a su cargo.

(Alto Comisionado de 
Naciones Unidas para 
los Refugiados, ACNUR)

tránsito y de destino. Esto da lugar a un 
patrón de acción común que consiste 
en: captura, privación de libertad 
–denominada aseguramiento– y 
deportación. Opciones diferentes a esta 
última, como la solicitud de amparo 
humanitario o de la condición de 
refugiado, raramente aparecen como 
alternativas que se ofrecen como parte 
del abordaje de los casos migratorios.

Por ejemplo, las autoridades 
mexicanas en las estaciones migratorias, 
abocadas a dar cumplimiento al proceso 
de deportación poco se preocupan 
o interesan en informar de esos 
derechos alternativos consignados en 
normativas internacionales que rigen 
la gestión del fenómeno migratorio. 
Hay niños y niñas que señalan que 
cuando llegan a la Estación Migratoria 
Siglo XXI en la ciudad de Tapachula 
(México) se les informa claramente 
sobre algunas normas de convivencia 
y el reglamento interno, pero no sobre 
los procedimientos administrativos 
vinculados con el retorno, ni sobre 
los derechos que les asisten por 
ser migrantes menores de edad. 
También señalan que son los otros 
internos quienes les proporcionan 
más información sobre el proceso 
de repatriación u otros derechos 
que tienen dentro de la estación. 
En este contexto manifiestan alivio 
cuando se realiza la entrevista consular 
pues esta les ofrece claridad sobre 
su proceso de deportación y el trato 
es, por lo general, humanitario.

Niñas, niños y adolescentes expresan 
que, por lo general, cuando se produce 
el aseguramiento, las autoridades que 
los detienen no se identifican, ni les 
explican sus derechos ni los motivos 

de la detención. La niñez señala ese 
momento como el tiempo donde 
se produce la extorsión por estas 
autoridades mexicanas no identificadas. 
Para la niñez los malos tratos abundan 
durante el proceso de detención.

Cuando ocasionalmente una 
autoridad migratoria informa sobre 
la posibilidad de solicitar la condición 
de refugiado, lo hace señalando la 
baja probabilidad de ser concedida, el 
largo tiempo de espera para obtener 
respuesta, y haciendo particular 
hincapié en la privación de libertad 
durante todo el tiempo que dure 
la revisión de la petición. A la niñez 
migrante se le explica con mucha 
claridad que quien solicita refugio 
queda “resguardado” durante todo 
el proceso en la estación migratoria, 
o en algunas dependencias del 
Sistema Nacional de la Familia (DIF) 
de México. No obstante, ninguno de 
estos lugares tiene condiciones para 
internamientos de larga duración. La 
intención de proveer la información 
de esta manera es claramente la de 
disuadir la solicitud.

En los casos en los que algún niño 
o niña decide solicitar la condición 
de refugiado, se le pide que presente 
pruebas que sustenten el riesgo que 
corre en su país de origen.  Esto es 
particularmente problemático para 
aquellas niñas, niños o adolescentes 
que han tenido que migrar por razón de 
la violencia o por la calidad de la prueba 
que se exige. Por todo lo anterior, las 
dinámicas asociadas a los procesos 
de detención y retorno conllevan 
violaciones a los derechos de la niñez 
migrante, o al menos contribuye en 
aumentar su vulnerabilidad.


